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Esquema Institucional del Sector Transparencia e Integridad en Honduras


A. El Sistema de Transparencia e Integridad en Honduras

Las agendas anticorrupción de los países se organizan de diferentes maneras. Por lo general, están construidas alrededor de determinados ejes, según su marco legal e institucional. En Honduras la agenda anticorrupción tiene cuatro ejes principales: i) la integridad ii) el acceso a la información y la transparencia, iii) el control y iv) transversal y de regulación y supervisión sectorial que contribuye a la prevención, regulación o vigilancia a nivel nacional. 

Para promover políticas de transparencia, de integridad y prevención de corrupción a nivel nacional, se creó la Secretaría de Estado en los Despachos de Transparencia y Lucha Contra la Corrupción (STLCC), que tendrá a su cargo, fundamentalmente, la elaboración y coordinación de la implementación de una Estrategia Nacional de Transparencia y Anticorrupción de Honduras (ENTAH).

En lo referido al eje de acceso a la información y transparencia fue creado el Instituto de Acceso a la Información Pública (IAIP). El IAIP es un órgano desconcentrado responsable de promover y facilitar el acceso de los ciudadanos a la información pública, así como de regular y supervisar los procedimientos de las instituciones obligadas en cuanto a la protección, clasificación y custodia de la información pública. 

En el eje de control, Honduras cuenta con el Tribunal Superior de Cuentas (TSC) como entidad encargada del control externo y la Oficina Nacional de Desarrollo Integral de Control Interno (ONADICI) como organismo técnico especializado que se encarga del desarrollo integral del control interno a nivel institucional. Asimismo, en este eje se incluye al Consejo Nacional Anticorrupción (CNA), creado por el Congreso Nacional como instancia para ejercer el control ciudadano por parte de organizaciones de la sociedad civil. 

Para velar por la prevención y el control del lavado de activos y el financiamiento del terrorismo, el ente rector es la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF), una dependencia adscrita a la Presidencia de la Comisión Nacional de Bancos y Seguros (CNBS) encargada de solicitar, recibir, analizar e informar al Ministerio Público sobre los eventos que sean considerados como probables casos de lavado de activos o financiamiento del terrorismo y demás información financiera relacionada con los delitos tipificados en la Ley Especial contra el Lavado de Activos. 

Otras entidades que contribuyen a la agenda de transparencia e integridad de manera transversal y sectorial, son la Secretaría de Finanzas (SEFIN), encargada de elaborar el presupuesto y programar la inversión pública, entre otras competencias. La SEFIN cuenta con una Dirección de Transparencia propia, a cargo de velar por el cumplimiento de regulaciones y estándares de transparencia específicos relacionadas con el ejercicio del presupuesto público. Esta Dirección se constituye en el ente coordinador con las distintas entidades participantes de este Programa, estando a cargo de monitorear el cumplimiento de las condiciones de política previstas, así como los avances alcanzados en los indicadores incluidos en la matriz de resultados.   

A nivel transversal se encuentra también: (i) la Oficina Nacional de Compras y Contrataciones del Estado (ONCAE), a cargo de elaborar los lineamientos de los sistemas de contratación pública en sus aspectos operativos, técnicos y económicos; (ii) la Dirección General de Servicio Civil (DGSC), a cargo de la gestión y supervisión del empleo público. 

A nivel sectorial se destacan los entes reguladores, entre ellos, el Ente Regulador de los Servicios de Agua Potable y Saneamiento (ERSAPS), encargado de regular y vigilar a los prestadores de servicio de agua potable y saneamiento, el cual participa con una medida de política en este Programa. 


B. Competencias y Funciones de las Entidades que conforman el Sistema de Transparencia e Integridad de Honduras. 


1. Secretaría de Estado en los Despachos de Transparencia y Lucha Contra la Corrupción (STLCC). 

Se creó a través del Decreto Ejecutivo No. PCM-05-2022 publicado a través del Diario Oficial la Gaceta de fecha 6 de abril del 2022. Tiene como objetivo principal, prevenir y combatir la corrupción en la función pública y privada de acuerdo con las directrices proporcionadas por la Presidencia de la República. Dentro de sus funciones, también están el diseño, promoción, coordinación, supervisión y evaluación de las políticas, estrategias y programas anticorrupción. 


1.1 Oficina Normativa de Compras y Contrataciones del Estado (ONCAE)

Adscrita a la Secretaría de Estado en los Despachos de Transparencia y Lucha Contra la Corrupción de acuerdo con el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. PCM-05-2022, esta oficina fue creada por el artículo 30 de la Ley de Contratación del Estado (Decreto 74 de 2001, publicado a través del Diario Oficial la Gaceta de fecha 17 de septiembre del 2001). Es un órgano técnico y consultivo que tiene como responsabilidad principal la de dictar normas e instructivos de carácter general para desarrollar o mejorar los sistemas de contratación pública en sus aspectos operativos, técnicos y económicos. En sus funciones también se encuentra la prestación de asesoría y la coordinación de actividades que orienten y sistematicen los procesos de contratación pública. 

1.2 Oficina Nacional de Desarrollo Integral del Control Interno (ONADICI). 

Creada por el Decreto Ejecutivo PCM-26-2007, la ONADICI está adscrita a la Secretaría de Estado en los Despachos de Transparencia y Lucha Contra la Corrupción (STLCC), y es un organismo técnico especializado que se encarga del desarrollo integral del Control Interno Institucional. Está encargada de desarrollar la normativa técnica específica de control interno en el Marco de las Normas Generales o rectoras emitidas por el Tribunal Superior de Cuentas (TSC) y coordinar su efectiva aplicación. Además, está encargada de capacitar y entrenar a los servidores públicos de las áreas administrativas principalmente relacionadas con el proceso de control interno institucional, incluyendo los auditores internos para lograr y mantener un nivel adecuado de calidad de dicho proceso.


2. Instituto de Acceso a la Información Pública (IAIP) 
Creado por el artículo 8 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública (Decreto No. 170 de 2006, publicado en La Gaceta el 30 de diciembre de 2006), el IAIP es un órgano desconcentrado responsable de promover y facilitar el acceso de los ciudadanos a la información pública, así como de regular y supervisar los procedimientos de las instituciones obligadas en cuanto a la protección, clasificación y custodia de la información pública. 

3. Consejo Nacional Anticorrupción (CNA)

Es una instancia de sociedad civil con personería jurídica y patrimonio propio, dedicada a prevenir, disuadir y combatir la corrupción.  Fue creado por el Decreto Legislativo No. 07 de 2005 con el objetivo de apoyar las políticas y las acciones que, en el combate a la corrupción, emprenda el Gobierno de Honduras. 


4. Tribunal Superior de Cuentas (TSC)

La organización y el funcionamiento del Tribunal Superior de Cuentas está regulado por la Constitución en sus artículos 222 a 227 (los cuales fueron modificados por el Decreto No. 268 de 2002, publicado a través del Diario Oficial La Gaceta el 25 de enero de 2002) y por la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Cuentas (Decreto No. 10-2002-E publicado en La Gaceta el 20 de enero de 2003). De acuerdo con esta normativa, el Tribunal Superior de Cuentas es el ente rector del sistema de control de los recursos públicos. Tiene como función la fiscalización posterior de los fondos, bienes y recursos administrados por el Estado o por cualquier ente público o privado que reciba o administre recursos públicos de fuentes internas o externas. Para cumplir con su función, realiza el control financiero, de gestión y de resultados y establece un sistema de transparencia en la gestión de los servidores públicos para la prevención y detección del enriquecimiento ilícito a través del control del patrimonio de los funcionarios públicos. 

5. Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) 

La Unidad de Inteligencia Financiera es una dependencia adscrita a la Presidencia de la Comisión Nacional de Bancos y Seguros (CNBS). De acuerdo con los artículos 29 y 30 de la Ley Especial contra el Lavado de Activos (Decreto No. 144 de 2014, publicado en La Gaceta el 30 de abril de 2015), la UIF es la Unidad Central Nacional encargada de solicitar, recibir, analizar e informar al Ministerio Público sobre los eventos que sean considerados como probables casos de lavado de activos o financiamiento del terrorismo y demás información financiera relacionada con los delitos tipificados en la Ley Especial contra el Lavado de Activos. Además, es un medio para que el Ministerio Público o el Órgano Jurisdiccional Competente obtengan la información que consideren necesaria en la investigación y juzgamiento de los delitos financieros. 


	6. Secretaría de Finanzas (SEFIN)

La SEFIN tiene por misión principal la formulación, coordinación, ejecución y evaluación de las políticas relacionadas con las finanzas públicas y el Presupuesto General de Ingresos y Egresos de la República; todo lo relativo a la deuda pública y la programación de la inversión pública en un marco de legalidad y transparencia, para contribuir al desarrollo económico del país.

7. Administración Nacional de Servicio Civil (ANSEC) 

Creada por el Decreto Ejecutivo PCM 39-2023, la ANSEC es una entidad desconcentrada de la Secretaría de la Presidencia, encargada de regular el ejercicio de la función pública y la relación laboral entre el Estado y los servidores públicos. Además, presta asesoría en manejo de personal, fomenta la profesionalización y desarrollo de las unidades de talento humano en las instituciones públicas y se encarga de difundir y promover el cumplimiento de las normas administrativas de transparencia en la Administración Pública.   

8. Ente Regulador de los Servicios de Agua Potable y Saneamiento (ERSAPS)

Creada por la Ley Marco para el Sector Agua Potable y Saneamiento (Decreto Legislativo No. 118 de 2003, publicado en La Gaceta el 20 de agosto de 2003), es una institución desconcentrada adscrita a la Secretaría de Estado en los Despachos de Salud, encargada de regular y controlar a los prestadores de servicio de agua potable y saneamiento. Sus funciones incluyen la vigilancia de la gestión de los prestadores de abastecimiento de agua potable y saneamiento; el establecimiento de las condiciones de regulación y control técnico para quienes operan sistemas de agua y saneamiento y el establecimiento de la normativa para las tarifas aplicables a los servicios de agua potable y saneamiento, así como los criterios de gradualidad para la racionalización del sistema tarifario. 

